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Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe


                                          PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe, RESUELVE:
1).- Someter a juicio político al señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, Dr. Rafael Francisco Gutiérrez, por mal desempeño en sus funciones, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 98º y siguientes de la Constitución Provincial.

2).- De forma.

Señor Presidente:

                            La existencia  de bingos en la ciudad de Rosario constituyó una larga y confusa historia, donde a pesar de existir una firme voluntad política de terminar con su funcionamiento por ser una actividad de juego prohibida, por interminables vericuetos judiciales los mismos siguen estando presente en la consideración del Estado.

                            A pesar de esa voluntad política y de decisiones judiciales contrarias a la continuidad del funcionamiento de los mismos, incluso por parte de la misma Corte Suprema de Justicia de la Nación, hasta hace poco tiempo funcionaron los bingos ubicados en las calles Mendoza 3538 y San Martín 3050 de la ciudad de Rosario.

                            Esta situación motivó la preocupación de esta Cámara de Diputados que en fecha 21 - 3 - 02  aprobó una Resolución cuya autoría fue compartida por el señor Presidente de la misma y los señores diputados presidente de todos los Bloques legislativos. 

                            Por la misma, se solicitaba a la Corte Suprema de Justicia de la Provincia, que ante posibles y eventuales irregularidades en la tramitación de denuncias efectuadas por la Fiscalía de Estado sobre el tema en cuestión, ante el Juzgado de Faltas de la 2º Nominación de Rosario a cargo de la señora jueza Dra. Liliana Puccio, dispusiera las medidas investigativas que correspondieran en su caso. Dicha resolución fue remitida al Alto Tribunal por nota nº 8751 en fecha 21 -3 -02.

                            En fecha 5 - 3 -03 por nota que ingresara a la Cámara el 18 -3 -03, el Secretario de Gobierno de la Corte Suprema de Justicia, Dr. Edgardo Bordas se comunica que en el acuerdo decisorio celebrado el día 12 -3 - 03.  Acta nº 6 en autos caratulados " CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA S/SOLICITA SE INVESTIGUE A JUEZA A CARGO JUZGADO DE FALTAS . 2DA.NOM. - TRIBUNALES DE ROSARIO". . EXPTE. Nº 281/02, la Exma. Corte Suprema de Justicia tenía presente la investigación realizada por el Dr. José María Peña con archivo de las actuaciones.  A sus efectos remite copia textual del Acta nº 7 donde consta el decisorio invocado, lo que agregado a las fechas de la nota, ingreso en la Cámara y Acta respectiva, aparecen " prima facie" desprolijidades incompatibles con la jerarquía y el normal funcionamiento del Máximo Tribunal.

                           De la investigación administrativa realizada en el ámbito judicial a cargo de dicho funcionario Fiscal de Cámara Nº 2 de la ciudad de Rosario, no surgen - a criterio del mismo -   la existencia de irregularidades en el procedimiento y por ende, la Corte hace suyo el dictamen y ordena el archivo de las actuaciones.

                            Ante la notificación del decisorio relacionado, esta Cámara de Diputados, aprobó por unanimidad el 3 - 4 -03 una resolución por la cuál se solicitaba la " copia de las actuaciones producidas en dicha investigación". La misma fue comunicada a la Corte por nota nº 9906 .

                             En fecha 22 -5 -03 el mismo funcionario, Dr. Edgardo Bordas, notifica para conocimiento de la Cámara el decisorio Nº 17 por el cual la Corte resuelve que el trámite de informe requerido por la Cámara de Diputados se " encontraría satisfecho con la comunicación del decisorio adoptado en los presentes, ello sin perjuicio de la consulta de las actuaciones pertinentes a través de la Mesa de Entradas " del Máximo Tribunal Provincial.

                             En fecha 5 -6 - 03 la Cámara aprobó por unanimidad la resolución donde hace conocer al Tribunal su desagrado por el contenido y forma de comunicación efectuada, ratificando sus competencias legislativas y reiterando la solicitud efectuada oportunamente sobre la remisión de copias de las actuaciones obrantes en la investigación del Dr. Peña.

                             En los fundamentos expuestos se afirmaba que el pedido solicitado se había realizado en conformidad con las normas y facultades que regulan la funcionalidad y ejercicio armónico de los poderes del Estado y en un todo de acuerdo con los dispuesto por esa misma Corte en su Acordada Nº 33 de fecha 23 de agosto del 2000.  Que en este caso, al no remitir las actuaciones el Tribunal no solo estaba violando la armonía, respeto e independencia que necesariamente debe existir entre los poderes públicos, sino que estaba violando sus " propios actos " .

                             En fecha 12 - 6 - 03 la Cámara aprueba  por unanimidad un proyecto de resolución del Bloque Demócrata Progresista donde se solicitaba tomara conocimiento de las denuncias efectuadas  por el señor Apoderado General de la Provincia, relacionada con el funcionamiento irregular de los bingos, efectuada ante la señora Jueza de Faltas, Dra. Liliana Puccio, por violación a los arts. 4, 13 y 88 del Código de Faltas y art. 45 del C.Penal.  y en su caso efectuara requisitoria al señor Procurador General para que proceda a la iniciación de instancia, tendiente a verificar la actividad jurisdiccional. Dicha resolución fue comunicada a la Corte por nota nº 10079 en misma fecha.

                             En sus fundamentos decíamos: " …que el tema del funcionamiento de los bingos en la ciudad de Rosario había sido una permanente preocupación compartida por los distintos poderes del Estado ..", decidiendo incluso el mismo Poder Judicial su inhabilitación por resolución de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Que no obstante ello, por cuestiones procedimentales y jurisdiccionales los bingos en cuestión seguían funcionando en forma ilegal, por todo lo cual nos encontrábamos en una verdadera desobediencia judicial,  produciendo una situación de gravedad institucional e inseguridad jurídica impensables.

                             Nunca recibimos respuestas de la Corte por lo que en la sesión de la Cámara de fecha 3 -7 -03, reiteramos lo solicitado y con carácter excepcional, formulamos el pedido al señor Presidente para que intercediera nuevamente para conseguir una contestación a nuestros reclamos. Afirmamos en ese momento, que sin pretender crear conflicto institucional alguno, de persistir la negativa a la información, la Corte, nos veríamos obligados a transitar los caminos que preveía la Constitución en materia de juicio político.

                              Posteriormente en la sesión de la Cámara del día 31 -7 -03, requerimos si existía alguna contestación en Presidencia relacionada directamente con las solicitudes efectuadas por la misma a la Corte y ante la respuesta negativa, volvimos a reiterar lo dicho con anterioridad, pero que ahora advertíamos una evidente negativa del Alto Tribunal a contestar, por lo tanto podíamos presumir que la reticencia era intencionada e interesada.

                              Hoy todavía no hemos recibido ninguna contestación, y si bien, la situación alcanza a todos los integrantes del Cuerpo, haciendo una interpretación restrictiva de las responsabilidades existentes, venimos a solicitar el remedio constitucional del juicio político por mal desempeño en sus funciones en la persona de su presidente, Dr. Rafael Francisco Gutiérrez, por ser el titular y representante legítimo del mismo.

                              No planteamos una cuestión política, ni venimos a jugar en el marco de una campaña electoral. Venimos a cumplir con nuestra responsabilidad y a defender la investidura de nuestro Presidente como cabeza del órgano legislativo y el respeto que la Cámara de Diputados en su conjunto merece.  Venimos a cumplir con una obligación de reivindicar las facultades legislativas propias e indelegables, dentro del marco interrelacionado y armónico de los poderes  y de las instituciones de la  provincia de Santa Fe, que  - precisamente - la Corte Suprema de Justicia, no puede desconocer intencionadamente.

                               La falta de información y la imposibilidad de acceder a la vista de las actuaciones administrativas e investigativas realizadas por orden de la Corte, no solo son contrarias al estado de derecho, sino que no se compadece con las más elementales normas de ejercicio y funcionamiento republicano en una sociedad democrática.

                                La República significa que la división de poderes, se desarrolle funcionalmente dentro de sus facultades específicas, pero también en un marco de equilibrio y respeto. La actitud de la Corte en no acceder a la información solicitada por esta Cámara de Diputados, atenta directamente contra el sistema y el principio de la publicidad de los actos de gobierno.

                                Por todo lo expuesto, solicitamos a nuestros pares, la aprobación del presente proyecto de juicio político por mal desempeño de sus funciones en la persona del señor Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Provincia.
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